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RESOLUCIÓN PROMESA DE COMPRAVENTA / DEMANDANTE NO SE ALLANÓ A CUMPLIR SUS OBLIGACIONES / NIEGA / CONFIRMA / “Como se expresara en otro aparte de esta providencia, constituye presupuesto de la acción resolutoria el hecho de haber cumplido sus obligaciones la parte que demanda la resolución del contrato, y en este caso además de que no se demostró que el demandado hubiese incumplido las que le correspondían de acuerdo con el contenido de la promesa, se probó que la actora dejó de cumplir las suyas al no haber asistido a la Notaría en la fecha y hora señaladas para suscribir la escritura pública respectiva, ni haber cancelado la parte del precio adeudado, circunstancias que no la legitiman para solicitar la resolución de la promesa de compraventa.

Citación jurisprudencial: Corte Suprema de Justicia Sentencia de 13 de mayo de 2008, exp. 2003-00091-01. / Corte Suprema de Justicia Sentencia de 13 de mayo de 2008, exp. 2003-00091-01

Sala de Casación Civil, sentencia del 16 de junio de 2006, MP. César Julio Valencia Copete, expediente 7786

Sala de Casación Civil, sentencia del 28 de febrero de 2012, MP. Dra. Ruth Marina Díaz Rueda, expediente N° 05282-3103-001-2007-00131-01

---------------------------------------------------------
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

     Pereira, septiembre veinte (20) de dos mil dieciséis (2016)
Acta No. 454 del 19 de septiembre de 2016   

Expediente No. 66001-31-03-004-2012-00203-01
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 15 de abril de 2015, en el proceso ordinario promovido por la señora María Silvia Galvis de Córdoba contra José Betsay Rodríguez Calderón.  

I. ANTECEDENTES

1.- Con la acción instaurada pretende la actora se declare resuelto, por incumplimiento del demandado, el contrato de compraventa que celebraron el 3 de febrero de 2011 y en consecuencia, se condene al último a restituirle la suma de $30.000.000 que entregó como parte del precio, debidamente indexada; también cancelarle los $15.000.000 que como cláusula penal pactaron y $6.000.000 por concepto de perjuicios materiales. 

2.- Esas pretensiones se fundamentaron en los hechos que a continuación se sintetizan: 

2.1 El 3 de febrero de 2011 las partes suscribieron una promesa de compraventa por medio de la cual el demandado prometió vender y la actora comprar, el inmueble ubicado en la manzana 4, casa 11 de la urbanización Coodelmar IV etapa, sector San Joaquín de Pereira, identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-141681.

2.2 El precio acordado por la negociación del inmueble fue la suma de $75.000.000, que la demandante pagaría así: a) $30.000.000 a la firma de la promesa y b) $45.000.000 el 3 de mayo de 2011, a las 3 de la tarde, en la Notaría Séptima del Círculo de Pereira.

2.3 Se convino que la entrega material del bien se haría el 3 de marzo de 2011; esta se perfeccionó, empero, el señor Rodríguez arbitrariamente recobró dicha posesión, al cambiar las cerraduras del inmueble y arrendarlo.
2.4 El demandado fue citado a conciliación extrajudicial que se llevó a cabo en la Fundación Universitaria del Área Andina de Pereira, el “12 de agosto de 2010”, pero fracasó.

2.5 El 8 de septiembre de 2011, el destinatario de la acción enajenó el bien objeto del contrato a los señores Arles de Jesús Blandón Osorio y Luz Marleny Cano Soto, demostrando su mala fe porque esa negociación la efectuó un mes después de haber sido llamado a la audiencia de conciliación extrajudicial y porque desconoció la promesa de compraventa que con anterioridad y sobre el mismo bien había celebrado con la actora, quien sufrió detrimento económico porque “el dinero entregado hacía parte de su capital”. 

2.6 A la fecha de la presentación de la demanda, luego de haber transcurrido aproximadamente cinco meses desde la negociación, el señor José Betsay Rodríguez Calderón no ha cumplido con la entrega del bien, tampoco con la firma de la escritura pública de compraventa ni ha hecho la devolución del dinero que recibió por parte de la demandante.

II. ACTUACIÓN PROCESAL

1.- La demanda fue admitida el 12 de julio de 2012.

2.- Posteriormente se ordenó el emplazamiento del demandado; realizadas las publicaciones del caso, sin que hubiese comparecido, se nombró un curador ad-litem para que lo representara. Este dio respuesta al libelo de manera oportuna. Manifestó no oponerse a las pretensiones, siempre y cuando se probaran los hechos que las sustentan.

3.- El 19 de septiembre de 2013 se llevó a cabo, sin ningún resultado práctico, la audiencia prevista en el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil.

4.- Decretadas y practicadas las pruebas, se concedió traslado para alegar; el respectivo término venció en silencio. 

III. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se produjo el 15 de abril de 2015. En ella se negaron las pretensiones de la demanda. 
Para decidir así, consideró la funcionaria de primera instancia que la señora María Silvia Galvis de Córdoba incumplió lo acordado en el contrato preliminar porque no logró demostrar que estaba en capacidad de dar cumplimiento a lo acordado en la promesa y por el contrario, se  acreditó que en la fecha en que debía hacerlo, no acudió a la Notaría porque no contaba con la suma con el dinero para cancelar la parte del precio que adeudaba y con fundamento en jurisprudencia y doctrina que consideró aplicable al caso, adoptó la decisión ya referida.
IV. RECURSO DE APELACIÓN

La apoderada de la parte demandante, inconforme con el fallo, lo apeló. Adujo que en este caso ambas partes incumplieron la promesa de venta, pero que fue el demandado quien incrementó su patrimonio en detrimento de su representada “ya que recibió el dinero y volvió a vender el bien inmueble”. Afirmó que no se dio valor probatorio alguno a la declaración de parte de su representada, cuando afirmó que el citado señor la despojó arbitrariamente del bien objeto de la negociación; tampoco se tuvo en cuenta la edad de la mencionada señora, persona de la tercera edad por ser mayor de sesenta años y quien de acuerdo con la protección de género, “acudió realizar la negociación de la compra de dicho bien, y en su defecto se está protegiendo en su integridad al demandado”; después de transcribir el artículo 1603 del Código Civil, dijo que la demandante ha actuado de buena fe al aceptar su situación económica en el interrogatorio de parte. Solicitó se revocara la sentencia y se acceda a sus pretensiones.

V. CONSIDERACIONES 
1.- Es del caso decidir de fondo el asunto en virtud a que no existe nulidad alguna que afecte la validez de lo actuado y los presupuestos procesales se encuentran debidamente reunidos. 
2.- Es necesario precisar que en el escrito por medio del cual se corrigió la demanda
 se incurrió en una imprecisión, pues se solicitó se declare la resolución del contrato de compraventa que celebraron las partes, cuando en realidad apenas alcanzaron a suscribir una promesa. Tal situación justifica interpretarla en el sentido de que es de este último acto que se reclama aquella pretensión, teniendo en cuenta además que a él se refieren los hechos del escrito por medio del cual se formuló
 y que se aportó como anexo el documento que la recoge
.
3.- Ha de considerarse entonces, sin lugar a dudas, que pide la  parte actora se declara resuelta la referida promesa de venta, que celebraron las partes el 3 de febrero de 2011, por incumplimiento de las obligaciones del demandado, contrato que recayó sobre el inmueble ubicado en la manzana 4, casa 11 de la urbanización Coodelmar IV etapa, sector San Joaquín de Pereira, identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-141681. 

Por sabido se tiene que para la prosperidad de tal acción, como lo han definido la jurisprudencia y la doctrina, es necesario acreditar los siguientes presupuestos: a) existencia de un contrato bilateral válido, b) exigibilidad de las prestaciones, c) que el demandado haya incumplido una obligación principal en forma grave y d) que quien ejercita la acción haya cumplido las suyas, a menos que dependan de las que de manera previa debe atender la contraparte.

3.1 El documento que recoge la promesa de compraventa se aportó con la demanda
. Esa clase de contrato, como de manera uniforme lo han sostenido la jurisprudencia y la doctrina nacionales, únicamente produce efectos si cumple los requisitos que se determinan expresamente en el artículo 89 de la ley 153 de 1887, es decir, que conste por escrito; que el negocio prometido no sea de aquellos que las leyes declaren ineficaces por no concurrir los requisitos que el ordenamiento establece; que contenga un plazo o condición que fije la época en que ha de celebrarse el contrato prometido, y que este se determine de tal manera, que para su perfeccionamiento solo falte la tradición de la cosa o las  formalidades legales.
Revisado el texto del documento en el que las partes materializaron la promesa de compraventa que se invoca como fundamento de las pretensiones, se concluye que satisface aquellas exigencias legales.

En consecuencia, puede afirmarse con seguridad la existencia de un contrato válido que liga a las partes, precisamente el que invocó la actora como fundamento de sus pretensiones.

3.2 El referido documento, suscrito el 3 de febrero de 2011, evidencia también la existencia de las distintas obligaciones de las partes y de su exigibilidad. En efecto, acordaron aquellas que el inmueble que constituyó su objeto sería entregado libre de gravámenes y que como sobre el mismo pesaba una hipoteca, esta sería cancelada “para la elaboración de  la escritura de compraventa”; el precio se pactó en $75.000.000, de los cuales, $30.000.000 serían cancelados a la firma de la promesa y los $45.000.000 restantes, a la firma de aquel instrumento, que sería suscrito en 3 de mayo de 2011, a las tres de la tarde en la Notaría Séptima de Pereira y la entrega material del bien se produciría el 3 de marzo del mismo año
.

3.3 En relación con la satisfacción de tales obligaciones, alega la accionante que el demandado no atendió las suyas, pues aunque le entregó el bien objeto del convenio el 3 de marzo de 2011, “arbitrariamente recobró dicha posesión, cambiando las cerraduras del inmueble y procediendo a arrendar el bien inmueble”. Además adujo que siendo el citado señor conocedor del incumplimiento del contrato, enajenó el inmueble a los señores Arles de Jesús Blandón Osorio y Luz Marleny Cano Soto el 8 de diciembre de 2011, un mes después de haberse intentando con él la conciliación previa al inicio de esta acción.
De acuerdo con el artículo 1546 del Código Civil, en todo contrato va envuelta la condición resolutoria tácita, que resulta de la acción que tienen los contratantes de resolver el contrato celebrado o pedir su ejecución, de no cumplirse por uno de ellos lo pactado, en ambos casos con indemnización de perjuicios. Pero para que la pretensión prospere se requiere que quien la alega haya cumplido o se haya allanado a cumplir sus compromisos.
Al respecto, ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“5. En efecto, en tratándose de contratos bilaterales, por sabido se tiene que la prerrogativa que el artículo 1546 del Código Civil le concede a los contratantes para solicitar la resolución derivada del incumplimiento, está deferida a favor de aquella parte que haya observado fidelidad en los compromisos que surgen del pacto, pues el contenido literal de aquel precepto pone de manifiesto que esa facultad legal no está al alcance del contratante incumplido para liberarse de sus obligaciones. 

Entonces, luego de que sea establecida la existencia de un contrato válido que ligue a los contratantes, la labor del juzgador deberá estar dirigida a determinar, a la luz del citado precepto legal, la legitimación del actor, esto es, a escudriñar si su conducta contractual evidencia que puede beneficiarse de la facultad para pedir la resolución del contrato o su cumplimiento, con indemnización de perjuicios, porque tal derecho le asiste únicamente a quien ha cumplido o se ha allanado a hacerlo, lo que visto en sentido contrario indica que cualquiera de ellas se frustra cuando quien la demanda a su vez ha incumplido de manera jurídicamente relevante, porque en tal caso, ante la presencia de obligaciones recíprocas, el deudor demandado podrá justificar su resistencia a cumplir la suyas, lo que significa que quien promueva la correspondiente acción debe estar libre de culpa por haber atendido a cabalidad, como que una conducta así es la que le confiere legitimación al actor. 

Con arreglo a lo expuesto, es claro que la viabilidad de la acción resolutoria de que trata el precepto legal en cuestión depende no sólo de la cabal demostración del incumplimiento del demandado sino de que, de igual modo, logre evidenciarse que el actor efectivamente satisfizo las obligaciones anteriores o simultáneas que tenía a su cargo o que se allanó a cumplirlas, pues, como lo tiene dicho la Corporación, “solamente el contratante cumplidor de las obligaciones a su cargo, nacidas de un acuerdo de voluntades, o por lo menos que se haya allanado a cumplirlas en la forma o tiempo debidos, puede pedir la resolución del contrato y el retorno de las cosas al estado anterior con indemnización de perjuicios, cuando la otra parte no ha cumplido las suyas”, lo cual traduce “que si el demandante de la resolución de un contrato se halla en mora de cumplir alguno de los compromisos que del pacto surgieron para él, carece de derecho para obtenerla, puesto que precisamente la ley autoriza el ejercicio de esta acción resolutoria a la parte que ha cumplido contra el contratante moroso”(G. J., t. CXLVIII, 1ª Parte, pag. 202).

De acuerdo con esa cita jurisprudencial, tenía la señora María Silvia Galvis de Córdoba la obligación inexorable de acreditar que ella fue fiel a los compromisos derivados de la promesa de compraventa que suscribió con el señor José Betsay Rodríguez Calderón y que lo contrario sucedió con el demandado.

Como ya se anotara, adujo la demandante que este incumplió su obligación de entregar el bien, porque aunque lo hizo el 3 de marzo de 2011, como se había convenido, “arbitrariamente recobró dicha posesión, cambiando las cerraduras del inmueble y procediendo a arrendar el bien inmueble”.

De tal expresión, la que confirmó la actora en el interrogatorio absuelto
, surge que el aquí demandado atendió su deber de entregar el bien en la fecha convenida, pues las manifestaciones que en tal sentido se hizo constituyen una verdadera confesión, la que por reunir los requisitos del artículo 195 del Código de Procedimiento Civil, debe tenerse como prueba.
La circunstancia que se agregó a esa confesión, en cuanto se afirmó en los hechos de la demanda que el accionado recobró la posesión del bien porque cambió las cerraduras y arrendó, se quedó sin prueba en el plenario. La misma demandante, en el interrogatorio absuelto sostuvo que no sabe cuándo se produjo el cambio de cerraduras, pues mandó al hijo de una amiga suya “y él encontró el cambio de chapas y ya dizque no pudo abrir ya por (sic) allá nunca volví…” Al preguntársele sobre quién fue la persona que en aquella forma procedió, respondió que no lo sabía y que tampoco se enteró de que el bien hubiese sido arrendado por el promitente vendedor.
Es decir, que si la propia demandante desconoce quién cambió el cerrojo del inmueble y lo arrendó, no podía ella atribuirle tales conductas al demandado y emplearlas como el fundamento para ejercer la acción de resolución de la promesa tantas veces referida.

De otro lado, ninguna prueba obra en el plenario que acredite el hecho de que se trata y por tanto, desconoce la Sala cómo fue que la demandante perdió la posesión del predio que ya le había entregado el aquí demandado. 
También alegó la actora que el demandado enajenó el inmueble objeto de la promesa de compraventa.

De acuerdo el certificado de tradición de ese bien
, son sus propietarios actuales los señores Arles de Jesús Blandón Osorio y Luz Marleny Cano Soto, quienes lo adquirieron por compra que les hiciera el aquí demandado, por escritura pública No. 2715 del 8 de septiembre de 2011.

Ese contrato se celebró cuatro meses después de la fecha pactada para otorgar la escritura pública por medio de la cual se perfeccionaría el contrato prometido, que se había establecido para el 3 de mayo de 2011, en la Notaría Séptima de Pereira, oportunidad en la que además la actora cancelaría la parte del precio adeudada.
Sin embargo la citada señora no concurrió a esa oficina; así lo aceptó en el interrogatorio que absolvió, en el que además afirmó que para la fecha indicada no contaba con el dinero para pagar la parte del precio que debía, concretamente dijo: “… yo quedé mal al señor JOSE BETSAY RODRIGUEZ porque a mí me quedaron mal en otro negocio”.
Como se expresara en otro aparte de esta providencia, constituye presupuesto de la acción resolutoria el hecho de haber cumplido sus obligaciones la parte que demanda la resolución del contrato, y en este caso además de que no se demostró que el demandado hubiese incumplido las que le correspondían de acuerdo con el contenido de la promesa, se probó que la actora dejó de cumplir las suyas al no haber asistido a la Notaría en la fecha y hora señaladas para suscribir la escritura pública respectiva, ni haber cancelado la parte del precio adeudado, circunstancias que no la legitiman para solicitar la resolución de la promesa de compraventa.

La enajenación del bien que constituía su objeto, realizada por el demandado con posterioridad a la fecha en que habían acordado las partes celebrar la promesa de compraventa, revela su intención de no perseverar en el contrato, pero no puede ser el motivo que justifique acceder a las pretensiones de la demanda porque la actora incumplió las obligaciones que debía atender antes de que se produjera la transferencia del inmueble: pagar el precio y asistir a la notaría en que se perfeccionaría el negocio prometido mediante la suscripción de la respectiva escritura pública. 

Y aunque al parecer las partes han exteriorizado su propósito de que lo pactado no perviva, resulta imposible acceder a las pretensiones de la demanda por mutuo disenso tácito, en razón a que este no constituye el fundamento de las pretensiones. Al respecto ha dicho la Corte Suprema de Justicia:
“En efecto, como ha quedado expuesto, en últimas, la pretensión de la actora se contrajo a la resolución del contrato de promesa de compraventa por incumplimiento del accionado y no por “mutuo disenso”…

 
8.-Puestas así las cosas, emerge disonante la determinación del ad quem consistente en “declarar resuelto, por mutuo disenso tácito el contrato de promesa de compraventa celebrado entre Esperanza de Jesús Acevedo de Arango y Luis Heriberto Escobar Galeano”, … dado que, desbordando su facultad y desconociendo el principio dispositivo que inspira el procedimiento civil, la extendió para decidir un aspecto no peticionado. 

Téngase presente que como lo ha pregonado la Sala, “[a]l fin y al cabo, la tarea judicial es reglada y, por contera, limitada, no sólo por obra de la ley, sino también con arreglo al pedimento de las partes, concretamente del actor, artífice señero del marco dentro del cual, ‘a posteriori’, deberá el fallador inscribir su resolución, sent. Cas. Civ. de 4 de septiembre de 2000, Exp. No. 5602. (…) Justamente, el principio de congruencia constituye un verdadero límite de competencia para la función decisoria del juez, al propender porque cuando se desate un conflicto, el fallo definitorio no se pronuncie sobre más (ultra petita), deje de resolver sobre algo pedido (citra petita), o decida sobre un aspecto diferente al planteado por las partes (extra petita); en tanto esta forma de invasión en la esfera de potestades de las partes, además de representar un proceder inconsulto y desmedido, apareja la vulneración del derecho a la defensa de los demandados, quienes a pesar de avenirse a los derroteros que demarca la estricta discusión dialéctica ventilada desde la demanda, se hallarían ante una decisión definitoria sorpresiva que, por su mismo carácter subitáneo e intempestivo no pudieron resistir a lo largo del proceso” (Sentencia de 13 de mayo de 2008, exp. 2003-00091-01)…”

De acuerdo con lo expuesto, puede decirse entonces que tuvo razón la señora jueza de primera sede al negar las pretensiones de la demanda.

4.- Los argumentos plasmados por la apoderada de la actora en el escrito por medio del cual se sustentó el recurso de apelación no tienen acogida para la Sala, de acuerdo con los razonamientos que hasta aquí se han hecho y además porque la circunstancia de que el demandado haya dejado de asistir a la notaría para firmar la escritura pública, no fue hecho que se haya invocado como fundamento de las pretensiones; las declaraciones que dice su apoderada hizo la actora, son distintas a las que plasmó en el interrogatorio absuelto; la edad de la citada señora, su género y la buena fe con que ha actuado, no constituyen motivos que justifiquen acceder a las pretensiones de la demanda, pues con independencia de tales factores, estaba obligada a demostrar el incumplimiento de las obligaciones del demandado y que ella había atendido las suyas.
CONCLUSIONES Y DECISIÓN

Se avalará el fallo objeto de la apelación y se abstendrá la Sala de imponer condena en costas porque la demandada ha actuado por medio de abogada que se le designó en amparo de pobreza.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del distrito Judicial de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

F A L L A    :

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 15 de abril de 2015, en el proceso ordinario promovido por la señora María Silvia Galvis de Córdoba contra José Betsay Rodríguez Calderón.

SEGUNDO.- Sin costas.
Notifíquese, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Ver folios 28 y 29, cuaderno No. 1


� Folios 21 a 24, cuaderno No. 1


� Folios 5 y 6, cuaderno No. 1


� Folios 6 y 7, cuaderno No. 1


� Cláusulas tercera, cuarta, quinta y sexta


� Sala de Casación Civil, sentencia del 16 de junio de 2006, MP. César Julio Valencia Copete, expediente 7786


� Ver folios 28 y 29 del cuaderno No. 2


� Folios 19 y 20, cuaderno No. 1


� Sala de Casación Civil, sentencia del 28 de febrero de 2012, MP. Dra. Ruth Marina Díaz Rueda, expediente  N° 05282-3103-001-2007-00131-01  
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